
 

 

Señor(a) 
JUEZ BOGOTÁ D.C – TUTELA 
(REPARTO) 
E.         S.         D. 
 

REFERENCIA: Acción de Tutela 
ACCIONANTE: LUIS GUILLERMO SIERRRA HUERTAS, 
igualmente mayor de edad, identificado con la Cedula de Ciudadanía 
No. 80.818.155 de Bogotá D.C 
ACCIONADOS: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
(CNSC) y el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA 
 

 
LUIS GUILLERMO SIERRRA HUERTAS, igualmente mayor de edad, identificado con la Cedula 

de Ciudadanía No. 80.818.155 de Bogotá D.C, presento la siguiente acción de tutela, fundado en los 

artículos 01, 02, 11, 13,  25, 29, 42, 48, 53 y al derecho al mínimo vital o subsistencia el cual 

es un derecho fundamental que, si bien no está consagrado expresamente en la Constitución 

Política de 1991, se desprende de la aplicación de tratados internacionales, de la Constitución Política 

de Colombia, Decreto 1983 de 2017, Decreto 2591 de 1991, en contra de la COMISIÓN NACIONAL 

DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) y el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA, ya que la misma 

vulnero los derechos fundaméntales al debido proceso, a la petición, la Violación al Derecho Acceso 

a Cargos Públicos por Concurso de Méritos.  la vida, la dignidad, la igualdad, el trabajo, la seguridad 

social y el Mínimo Vital, fundado en los siguientes,  

HECHOS 

1. La Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), Mediante Acuerdo No. 20171000000116 del 
24 de julio de 2017, aclarado por el acuerdo No. 20181000001006 del 08 de junio de 2018, 
convocó a concurso abierto de méritos para proveer 3.766 empleos con 4.973 vacantes, 
pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa del Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA), dentro de la convocatoria pública No.436 de 2017. 
 

2. Me inscribí dentro de la citada convocatoria reuniendo y acreditando los requisitos previstos 
para el cargo, superando todas las etapas de índole eliminatoria y clasificatoria. 

 
3. Como consecuencia de lo anterior, la CNSC, conformó y adoptó la lista de elegibles mediante 

la Resolución No 20182120138095 del 17 de octubre de 2018, la cual se encuentra en firme, 
señalando en el artículo primero lo siguiente: 

 

 



 

 

 
4. La persona que ocupo el primer lugar, RENUNCIO al cargo y tomó posesión en otra 

entidad pública, la segunda también ya tomó posesión de otro cargo público en otra 
entidad e informo al SENA que no tomara posesión de los cargos ofrecidos por la lista 
del SENA (Anexo soporte) 

 
5. Que con el fin de garantizar el principio del mérito para acceder a empleos públicos de carrera 

administrativa, jurisprudencial y legalmente se ha establecido que las instituciones del estado 
actuaran conforme a principios de objetividad, independencia e imparcialidad, confiabilidad, 
transparencia, validez, eficacia y eficiencia. 

 
6. Que mi experticia y formación profesional me permitieron hacer parte integral de la lista de 

elegibles, argumentos que adquieren mayor relevancia, cuando se tiene en cuenta la posición 
de la Corte Constitucional plasmada en la sentencia SU133 de abril 2 de 1998, M. P. Jose 
Gregorio Hernández Galindo, que señala: “La finalidad del concurso estr iba en últimas en que 
las vacantes existentes se llenen con las mejores opciones”. 
 

7. El SENA no está cumpliendo el principio de transparencia en los nombramientos y nadie hace 
nada, solo está obedeciendo a los mandatos judiciales. (Violando mis derechos 
fundamentales y el régimen legal que regula el tema). 

 
8. Las listas de elegibles son actos administrativos de carácter particular que tienen por finalidad 

establecer los cargos objeto de concurso, con un carácter obligatorio para la administración, 
pero esto en el SENA no se está cumpliendo y solo para dar paso a los nombramientos 
provisionales sin cumplir los requisitos de un concurso de méritos. 

 
9. El día 9 de agosto de 2022, radiqué derecho de petición al SENA, por medio del cual 

solicité SOLICITUD DE NOMBRAMIENTO EN PERIODO DE PRUEBA HACIENDO 
USO DE lista de ser nombrado en el OPEC No. 57503, petición que fue resuelta 
desfavorablemente. (Anexo). 

 
10. El día 22 de agosto de 2022, radiqué derecho de petición a la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL (CNSC), por medio del cual solicité se exhortara el SENA a 
realizar NOMBRAMIENTO EN PERIODO DE PRUEBA HACIENDO USO DE lista de ser 
nombrado en el OPEC No. 57503, petición que a la fecha no ha sido resuelta. 

 
11. Tengo una familia que se constituye en mi esposa y (3) tres hijos menores de edad, como 

bien lo sabe señor(a) juez la situación económica en Colombia y a nivel mundial está difícil, 
por lo cual sostener una familia bajo dichos integrantes es muy complicado, en consecuencia, 
me urge tener dicho derecho adquirido y así proteger mi núcleo familiar, garantizando así mi 
derecho fundamental al mínimo vital. 
 

12. La OPEC No. 57505 esta sin titular en el cargo y no puede ser posible que el SENA violente 
la normatividad y nombre una persona en provisionalidad sin que dicha persona hubiese 
cumplido con los requisitos exigidos para el cargo y desconozca mis derechos de elegible. 

En atención a los hechos antes descritos, presento los siguientes, 



 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Competencia del juez de tutela para decidir de fondo. (ordenar el nombramiento del Tutelante) 
 
Señor juez(a), es preciso en primer lugar enunciarle porque un juez de tutela tiene que decidir de fondo 
en estos casos en particular, y para ello es oportuno advertir que, para la Corte Constitucional, frustrar 
el derecho legítimo que tienen las personas seleccionadas en los procesos de concurso de méritos a 
ser nombradas en los cargos para los cuales concursaron, conlleva una violación de sus derechos al 
debido proceso, la vida, la dignidad, la igualdad, el trabajo, la seguridad social y el Mínimo Vital; en 
palabras de la Corporación: 
 

“la Corte mediante la sentencia SU-133 de 1998, sostuvo que se quebranta el derecho al 
debido proceso –que, según el artículo 29 de la Constitución obliga en todas las 
actuaciones administrativas- y se infiere un perjuicio cuando el nominador cambia las 
reglas de juego aplicables al concurso y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de 
buena fe. Así mismo, se lesiona el derecho al trabajo cuando una persona es privada del 
acceso a un empleo o función pública a pesar de que el orden jurídico le aseguraba que, 
si cumplía con ciertas condiciones –ganar el concurso-, sería escogida para el efecto. En 
idéntica línea se conculca el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la 
Constitución, cuando se otorga trato preferente y probadamente injustificado a quien se 
elige sin merecerlo, y trato peyorativo a quien es rechazado no obstante el mérito 
demostrado, en consecuencia, dicha violación conlleva a la vulneración de otros derechos 

fundamentales los cuales son a la vida, la dignidad, la seguridad social y el Mínimo Vital.” 

 
En esa misma medida, precisó la Corte que tal curso de acción también “equivaldría a vulnerar el 
principio de la buena fe –Artículo 83 de la Carta- al defraudar la confianza de quien se sometió a las 
reglas establecidas para acceder a un cargo de carrera administrativa después de haber superado 
todas las pruebas necesarias para determinar que él había ocupado el primer lugar y, por contera, los 
derechos adquiridos en los términos del artículo 58 Superior”. 
 
La jurisprudencia constitucional también ha aclarado en este sentido que las listas de elegibles que se 
encuentran en firme son inmodificables, en virtud del principio constitucional de buena fe y de la 
confianza legítima que ampara a quienes participan en estos procesos.  
 
En los términos de la sentencia C-040 de 1995 las etapas que, en general, se deben surtir para el 
acceso a cualquier cargo de carrera son: (i) La convocatoria: Fase en la cual se consagran las bases 
del concurso, es decir, todos aquellos factores que habrán de evaluarse, así como los criterios de 
ponderación, aspectos que aseguran el acceso en igualdad de oportunidades al aspirante; (ii) 
Reclutamiento: En esta etapa se determina quiénes de las personas inscritas en el concurso cumplen 
con las condiciones objetivas mínimas señaladas en la convocatoria para acceder a las pruebas de 
aptitud y conocimiento. Por ejemplo, edad, nacionalidad, títulos, profesión, antecedentes penales y 
disciplinarios, experiencia, etc.; (iii) Aplicación de pruebas e instrumentos de selección: a través de 
estas pruebas se establece la capacidad profesional o técnica del aspirante, así como su idoneidad 
respecto de las calidades exigidas para desempeñar con eficiencia la función pública. No sólo 
comprende la evaluación intelectual, sino de aptitud e idoneidad moral, social y física. y (iv) elaboración 
de lista de elegibles: En esta etapa se incluye en lista a los participantes que aprobaron el concurso y 
que fueron seleccionados en estricto orden de mérito de acuerdo con el puntaje obtenido.  
 



 

 

Cuando la Administración asigna a un concursante puntaje al finalizar cada una de las fases que 
comprende el concurso, expide un acto administrativo de carácter particular y concreto, en la medida 
que surte un efecto inmediato, directo y subjetivo respecto del destinatario; lo mismo ocurre cuando 
consolida dichos resultados mediante la conformación de una lista de elegibles; acto administrativo 
que a pesar de su naturaleza plural en cuanto lo  integra un conjunto de destinatarios,  crea derechos 
singulares respecto de cada una las personas que la conforman. 
 
Lo cierto es que una vez en firme, al acto administrativo que contiene la lista de elegibles no puede 
ser modificado en sede Administrativa, sin perjuicio de la posible impugnación que se surta en sede 
judicial por fraude o incumplimiento de los requisitos de la convocatoria. Por ello, cuando el nominador 
designa para desempeñar un cargo de carrera a una persona que ocupó un puesto inferior dentro de 
la lista de elegibles, desplazando a quien la antecede por haber obtenido mejor puntaje, lesiona sin 
lugar a dudas derechos fundamentales, entre ellos, el de igualdad, el derecho al trabajo y el debido 
proceso. Como también se lesionan los derechos fundamentales de quienes ocupan los primeros 
lugares en las listas de elegibles cuando se reconforman dichas listas sin existir justo título que así lo 
autorice. 
 
La  procedibilidad de la acción de tutela se justifica en la realidad objetiva de dar inmediato 
cumplimiento al mandato contenido en el artículo 131 Superior, cuya observancia se ha dilatado 
injustificadamente por cerca de 18 años, más aún si se tiene en cuenta, como  ya se ha dicho, que las 
listas de elegibles elaboradas con ocasión del concurso público y abierto para la designación de 
notarios en propiedad tienen en los términos del artículo 3º de la Ley 588 de 2000, aspecto que obliga 
al juez de tutela a pronunciarse respecto de los cargos presentados en el menor tiempo posible, sin 
que exista margen para aplazar su decisión hasta tanto se surtan otras vías judiciales existentes.  
 
Ya aclarado señor juez(a), lo anterior fundo la violación de dichos derechos fundamentales así: 
 
 
Cumplimiento de la Resolución No 20182120138095 del 17 de octubre de 2018. 
 
Señor juez como bien lo puede leer en los hechos narrados y ratificar en las pruebas adjuntadas, la 
CNSC, conformó y adoptó la lista de elegibles mediante la Resolución No 20182120138095 del 17 de 
octubre de 2018, la cual se encuentra en firme, señalando en el artículo primero lo siguiente: 
 

  
 
Por ende, los que tienen dicho adquirido son: 
 

✓ En primer lugar: JENNIFER DAZA. 
✓ Segundo Lugar: Mario Fernández 
✓ Tercer lugar: Luis Guillermo Huertas. (TUTELANTE) 



 

 

 
En atención a lo anterior y teniendo en cuenta que las personas 1 y 2 señaladas anteriormente no 
aceptaron dicha OPEC, ya que renunciaron a la misma porque tomaron posesión en otra entidad 
pública, le nace el derecho (derecho adquirido) al Tutelante LUIS GUILLERMO HUERTAS.  
 
Por lo anterior y al tener dicho derecho, es obligación protegerle los derechos fundamentales al debido 
proceso, la vida, la dignidad, la igualdad, el trabajo, la seguridad social y el Mínimo Vital al Tutelante 
LUIS GUILLERMO SIERRRA HUERTAS, identificado con la Cedula de Ciudadanía No. 
80.818.155 de Bogotá D.C, lo anterior en desarrollo de esta postura, la Corte ha explicado que los 
actos administrativos que establecen las listas de elegibles, una vez en firme, crean derechos 
subjetivos de carácter particular y concreto que no pueden ser desconocidos por la Administración: 
 

“cuando la Administración asigna a un concursante puntaje al finalizar cada una de las fases 
que comprende el concurso, expide un acto administrativo de carácter particular y concreto, 
en la medida que surte un efecto inmediato, directo y subjetivo respecto del destinatario; lo 
mismo ocurre cuando consolida dichos resultados mediante la conformación de una lista de 
elegibles; acto administrativo que a pesar de su naturaleza plural en cuanto lo integra un 
conjunto de destinatarios, crea derechos singulares respecto de cada una de las personas que 
la conforman. 
 
En el caso en estudio la lista de elegibles, en tanto acto administrativo particular, concreto y 
positivo, es creador de derechos, los cuales encuentran protección legal por vía de la teoría 
de la estabilidad relativa del acto administrativo, así como protección constitucional por virtud 
del artículo 58 Superior, en cuyos términos ‘se garantizan la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo al as leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni 
vulnerados por leyes posteriores (…)’. A partir de dicho mandato, la Corte Constitucional ha 
señalado que los derechos subjetivos que han entrado al patrimonio de la persona, no pueden 
ser desconocidos por la ley, salvo que ello sea necesario por motivos de utilidad pública e 
interés social y siempre que medie indemnización previa del afectado. (…) 
 

Cabe agregar que en todo caso, la consolidación del derecho que otorga el haber sido incluido en una 
lista de elegibles, se encuentra indisolublemente determinado por el lugar que se ocupó dentro de la 
lista y el número de plazas o vacantes a proveer. 
 
Por su parte, la estabilidad de la lista de elegibles en tanto acto administrativo particular y concreto se 
obtiene una vez este haya sido notificado al destinatario y se encuentre en firme con carácter ejecutivo 
y ejecutorio –Artículo 64 del C.C.A.-, caso en el cual no podrá ser revocado por la Administración sin 
el consentimiento expreso y escrito del particular –Artículo 73 del C.C.A.-, salvo que se compruebe 
que el acto ocurrió por medios ilegales o tratándose del silencio administrativo generador de actos 
fictos en los términos del artículo 69 del mismo estatuto sea evidente su oposición a la Constitución 
Política o a la Ley, contrario al interés público o social o cause agravio injustificado a una persona. 
 
Lo cierto es que una vez en firme, el acto administrativo que contiene la lista de elegibles no puede 
ser modificado en sede Administrativa, sin perjuicio de la posible impugnación que se surta en sede 
judicial por fraude o incumplimiento de los requisitos de la convocatoria. Por ello, cuando el nominador 
designa para desempeñar un cargo de carrera a una persona que ocupó un puesto inferior dentro de 
la lista de elegibles, desplazando a quien la antecede por haber obtenido el mejor puntaje, lesiona sin 
lugar a dudas derechos fundamentales, entre ellos, el de igualdad, el derecho al trabajo y el debido 
proceso. Como también se lesionan los derechos fundamentales de quienes ocupan los primeros 



 

 

lugares en las listas de elegibles cuando se reconforman dichas listas sin existir justo título que así lo 
autorice. 
 
Según se demostró en el expediente, LUIS GUILLERMO SIERRRA HUERTAS, identificado con la 
Cedula de Ciudadanía No. 80.818.155 de Bogotá D.C participó en el concurso público de méritos 
abierto por la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de 
julio de 2017, aclarado por el acuerdo No. 20181000001006 del 08 de junio de 2018, y ocupó el tercer 
lugar en la lista de elegibles conformada mediante la Resolución No 20182120138095 del 17 de 
octubre de 2018., dicho derecho nació a la vida jurídica en consecuencia, se debe garantizar los 
derechos fundamentales reclamados, ya que si bien los jueces de tutela de primera y segunda 
instancia en el asunto que se revisa consideraron que existían medios ordinarios de defensa 
judicial ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo, la jurisprudencia de esta Corte ha 
sido clara en establecer, como se reseñó anteriormente, que la acción de tutela es un 
mecanismo procedente para proteger los derechos de quienes han participado en concursos 
de méritos y han sido seleccionados, en tanto las acciones ordinarias contencioso-
administrativas no proveen un mecanismo efectivo, oportuno e idóneo para la protección de 
sus derechos. 

Derecho fundamental al debido proceso Artículo 29 de la Constitución Política de Colombia. 

“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 
de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 
las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.” 

La Carta Política está basada en los derechos fundamentales de la persona humana y para su amparo 
estableció como mecanismo de protección la acción de Tutela consagrada en el artículo 86 del estatuto 
superior. 

La tutela protege los derechos Constitucionales de los  ciudadanos del territorio 
Colombiano,  permitiendo en que frente a un   eventual caso de que un derecho fundamental se vea 
amenazado y no exista  otro mecanismo de defensa o protección, cualquier  persona pueda acudir 
ante un Juez de la República,  solicitando su salvaguardia, mediante una demanda sencilla en la 



 

 

cual  se indique los derechos vulnerados  o que se encuentren en riesgo, por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública o privada. 

No se requiere de un abogado, para interponer la acción de tutela el ciudadano o ciudadana si no sabe 
escribir ni leer, y además no conoce la manera como redactar la demanda, puede acudir a los 
diferentes entes del Ministerio Público como son: la Procuraduría General de la Nación, Defensoría 
del Pueblo, Personerías, consultorios jurídicos de las Universidades, incluso ante el mismo Juez. 

El Decreto 1382 de 2000, estableció unas reglas de reparto.  Las acciones de tutela que se 
interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, serán repartidas para su 
conocimiento, en primera instancia, a los tribunales superiores de distrito judicial, administrativos y 
consejos seccionales de la judicatura, a los jueces del circuito o con categorías de tales, le serán 
repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra 
cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad 
pública del orden departamental. 

Todos los fallos de tutela, deben ser remitidos a la Corte Constitucional para su eventual revisión, la 
cual dispone de un término de treinta días para seleccionar la sentencia, en virtud de lo dispuesto por 
el artículo 33 del Decreto 2591 de 1991, que indica cualquier Magistrado titular o directamente el 
Procurador General de la Nación o el Defensor del Pueblo, podrá insistir en la selección de una o más 
tutelas para su revisión. 

Esta, ha sido un gran logro para los ciudadanos ya que pueden defender sus Derechos fundamentales, 
la cual no debe poseer ninguna limitación, ya que sin la tutela no tendríamos como hacer efectivo el 
goce de nuestros atributos esenciales como son a la Vida, al trabajo, educación, al minino vital y a la 
salud que se ha elevado a derecho fundamental. 

En un Estado Social Democrático de Derecho, se debe contar con un mecanismo de protección, donde 
podamos hacer respetar nuestros derechos de aquellas personas que no los transgredan. 

De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o particular y a 
obtener una pronta resolución. Tal derecho permite hacer efectivos otros derechos de rango 
constitucional, por lo que ha sido considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental, 
en tanto que es uno de los mecanismos de participación más importantes para la ciudadanía, pues es el 
principal medio que tiene para exigir a las autoridades el cumplimiento de sus deberes. 

  
El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado 
permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una 
respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro 
de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe 
entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y 
efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo 
solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: “(i) 
la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal 
y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”. 
  



 

 

El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen las personas de presentar 
solicitudes respetuosas ante las autoridades y los particulares en los casos establecidos por la ley, sin 
que se puedan abstener de recibirlas y por lo tanto de tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 
2014 indicó que “los obligados a cumplir con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, 
puesto que esa posibilidad hace parte del núcleo esencial del derecho”. 
  
El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos definidos por 
la ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir que les es exigible una 
respuesta que aborde de manera clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, 
implica resolver materialmente la petición. La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo 
deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de 
manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en 
fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia objeto de la petición y 
sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, de manera que, si la 
respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que 
conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta 
como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta 
del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente”. En esa 
dirección, este Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que 
se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva” 
  
El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna resolución de la petición 
que implica dar respuesta dentro del término legal establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 
en el artículo 14 fijó el lapso para resolver las distintas modalidades de peticiones. De dicha norma se 
desprende que el término general para resolver solicitudes respetuosas es de 15 días hábiles, contados 
desde la recepción de la solicitud. La ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de 
petición. En segundo lugar, al deber de notificar que implica la obligación del emisor de la respuesta de 
poner en conocimiento del interesado la resolución de fondo, con el fin que la conozca y que pueda 
interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso demandar ante la jurisdicción 
competente. Se ha considerado que la ausencia de comunicación de la respuesta implica la ineficacia 
del derecho. En ese sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “[e]l ciudadano debe conocer la 
decisión proferida por las autoridades para ver protegido efectivamente su derecho de petición, porque 
ese conocimiento, dado el caso, es presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” y, en esa 
dirección, “[l]a notificación es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las 
autoridades, acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 
2011”. 
  
DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 
 
El derecho fundamental al debido proceso está previsto por el artículo 29 de la Constitución Política. Este 
derecho también está incluido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (en adelante, la 
DUDH), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante, el PIDCP) y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, la CADH). Conforme a la jurisprudencia 
constitucional, al debido proceso se adscriben, por lo menos, nueve principios, a saber: (i) legalidad, (ii) 
imparcialidad, (iii) favorabilidad penal, (iv) presunción de inocencia, (v) defensa, (vi) publicidad, (vii) 
contradicción, (viii) doble instancia y, por último, (ix) non bis in ídem. 
 



 

 

 En materia contractual, la Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso debe ser 
observado teniendo en cuenta que las actuaciones contractuales de las entidades estatales deben estar 
orientadas al cumplimiento de los fines estatales y constitucionales, y en consecuencia, dichos negocios 
jurídicos están al servicio del interés general y no constituyen por sí mismos una finalidad, sino que 
representan un medio para la adquisición de bienes y servicios tendientes a lograr los fines del Estado 
en forma legal, armónica y eficaz. En esta medida, constituye parte integral del respeto al debido proceso 
de los contratistas que las actuaciones contractuales respondan a un interés general. 
  
La Constitución y el Decreto 2591 de 1991 imponen a los administrados la carga de actuar con 
trasparencia y rectitud al momento de emplear todos los medios procesales que la ley ofrece para 
proteger y hacer efectivos sus derechos. De ahí que el artículo 38 de la disposición en comento censure 
la actuación temeraria o irresponsable en el uso de la tutela como medida para evitar y sancionar el 
abuso de la acción constitucional. Señala la norma: 
  
“Articulo 38 - Actuación temeraria. Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de 
tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se 
rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes. El abogado que promoviere la 
presentación de varias acciones de tutela respecto de los mismos hechos y derechos, será sancionado 
con la suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, se 
le  cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las demás sanciones a que haya lugar.” 
  
En este sentido la conducta malintencionada, dolosa y temeraria de un sujeto procesal acarrea 
consecuencias jurídicas desfavorables para sus pretensiones. Al respecto, la Corte ha sostenido en torno 
a la figura de la temeridad que: 
  
“La temeridad busca que en el curso de una acción de tutela quienes intervengan como demandantes lo 
hagan con pulcritud y transparencia, resultando descalificada cualquier intención de engaño hacia la 
autoridad pública. Pese al carácter informal de la tutela, la misma está determinada por la imposibilidad 
de presentar la misma acción de amparo en varias oportunidades y ante distintos jueces o tribunales. 
Los límites impuestos por la normativa se justifican ya que buscan el buen funcionamiento de la 
administración de justicia, la salvaguarda de la cosa juzgada y del principio de seguridad jurídica, no 
siendo permitido el uso inescrupuloso o abusivo del exclusivo mecanismo constitucional” 
  
Sobre este punto la Corte Constitucional en sentencia T-169 de 2011 determinó:   
  
“La actuación temeraria pretende evitar que los ciudadanos hagan un uso abusivo del derecho con la 
presentación de dos o más acciones dirigidas a la protección de derechos fundamentales basados en la 
misma situación fáctica, que además lesiona gravemente la prestación del servicio de la administración 
de justicia y cercena el derecho fundamental de otros ciudadanos para acceder a ésta, amén de verse 
afectado el principio de lealtad procesal frente a la contraparte y la seguridad jurídica. En tal sentido ha 
dicho esta Corporación que una actuación temeraria es aquella que desconoce el principio de la buena 
fe, en tanto la persona asume una actitud indebida para satisfacer intereses individuales a toda costa y 
que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin razón alguna se instaura nuevamente 
una acción de tutela”. 
  
Desde el punto de vista de los supuestos que el juez constitucional debe verificar para declarar la 
configuración de la temeridad, han de tenerse en cuenta tres requisitos determinantes: (i) que exista 



 

 

identidad en los procesos, lo cual significa que el proceso fallado con antelación y el proceso propuesto 
al juez tienen una “triple identidad”, esto es, en ambos se identifican las mismas partes, la misma solicitud 
y las mismas razones de dicha solicitud, (ii) que el caso no sea un caso excepcional explícitamente 
determinado por la ley y/o la jurisprudencia, como uno que no configura temeridad. Esto es, casos frente 
a los cuales se ha autorizado la procedencia del proceso propuesto a pesar del fallo anterior con el cual 
guarda identidad, y (iii) que de presentarse una demanda de tutela que pretenda ser distinta a una 
anterior con la que guarda identidad, a partir de una argumentación diferente, se demuestre por parte del 
juez que el proceso propuesto y la tutela anterior se reducen a unas mismas partes, una misma solicitud 
y unas mismas razones. 
  
Ahora bien, conforme ha manifestado la jurisprudencia de esta corporación en excepcionales casos 
existen eventos en los cuales a pesar de la existencia de la identidad entre partes, solicitud y razones, el 
juez de tutela no puede declarar mecánicamente el fenómeno de temeridad, y por el contrario debe 
analizar el fondo del asunto planteado. 
  
Así las cosas, en sentencia T-149 de 1995, se concluyó que no se configuraba temeridad en una situación 
en la que el propio fallo de tutela configuró un hecho generador de discriminación, lo cual autorizó que 
se interpusiera una acción de amparo posterior, pero que tuviera en cuenta que la tutela inicial buscaba 
constituir las pruebas necesarias para demostrar posteriormente la existencia de un trato discriminatorio 
sobreviniente. Se dijo entonces: 
  
“La actuación temeraria presupone la violación del principio de la buena fe. No es explicable por qué si 
la situación fáctica denunciada desde un principio era supuestamente la misma, y comprendía la 
discriminación salarial, los peticionarios se limitaron a solicitar la entrega de comprobantes de pago, y a 
estas precisas pretensiones se circunscribieron los fallos de tutela iniciales. Tampoco es suficiente para 
inferir una actitud torticera, suponer que los peticionarios debían <conocer el valor real de su sueldo> al 
momento de interponer la primera solicitud de tutela. Una probable explicación del comportamiento de 
los actores sería la de que éstos buscaban constituir las pruebas necesarias para demostrar 
posteriormente la existencia de un trato discriminatorio. Esta interpretación, a diferencia de la 
presupuesta por los falladores de tutela, consulta el principio de la presunción de buena fe en las 
gestiones que los particulares adelantan ante las autoridades (CP art. 83)”. 
  
En igual línea de pensamiento la sentencia T-566 de 2001, sostuvo que podían presentarse dos tutelas 
con los mismos, hechos, partes y pretensiones siempre y cuando la primera no abordara la real 
pretensión del accionante. Sobre el particular específicamente manifestó: “a pesar de que hay similitud 
en los hechos de las dos tutelas presentadas, existió un motivo justificado para presentar la tutela”  en 
razón de que la jurisdicción constitucional no se había pronunciado sobre la real pretensión de la actora . 
“Al no haberse resuelto la petición, el fallo del Juzgado no produjo efectos en lo referente al amparo del 
derecho a la salud”. 
  
Por su parte las sentencias T-458 de 2003 y T-919 de ese mismo año, precisaron que en “casos en que 
se presente una violación por un mismo concepto, cuando la violación se mantenga o se agrave por otra 
u otras violaciones, el afectado podrá optar por insistir en el cumplimiento ante el juez competente o 
acudir nuevamente a la acción de tutela (…) cuando la vulneración está mediada además por un riesgo 
adicional el accionante puede también recurrir nuevamente a la acción de tutela como medio expedito 
para la efectiva protección de sus derechos fundamentales”. 
  



 

 

Ahora bien, respecto a esta última posición es claro que no cualquier afirmación respecto al agravamiento 
de una vulneración del derecho habilita la presentación de una nueva acción de tutela. En esta medida 
la sentencia T-1104 de 2008 afirmó: 
  
“Ante la existencia de un fallo anterior o pendiente que guarda identidad con uno posterior, el simple 
cambio o reestructuración de los argumentos que sustentan la interposición de una acción de tutela, la 
hacen improcedente; si los mencionados nuevos argumentos no están respaldados por la demostración 
de hechos nuevos o no considerados en el fallo anterior, tal como se explicó más arr iba (…) en este 
orden de ideas, cuando se interpone una nueva acción de amparo respecto de un caso que guarda 
identidad con otro anterior, procurando mediante técnicas y estrategias argumentales ocultar la 
mencionada identidad, es presumible prima facie el uso temerario de la acción de tutela. Esto por cuanto 
el cambio de estrategia argumental o la relación de hechos que en realidad ni son nuevos ni fueron 
omitidos en el fallo anterior, conlleva la intención de hacer incurrir en error al juez, y sacar beneficio de 
ello. Resulta pues inaceptable que con dicho interés se haga uso del mecanismo judicial de la tutela. Por 
ello si el juez de amparo detecta que el caso jurídico que se le presenta, en su contenido mínimo 
(pretensión, motivación y partes) guarda identidad con otro pendiente de fallo o ya fallado, debe declarar 
improcedente la acción. Aunque, no sólo esto, sino además si llegase a determinar que por medio de la 
interposición de la tutela se persiguen fines fraudulentos, deberá entonces tomar las medidas 
sancionatorias que para estos casos dispone el ordenamiento jurídico”. 
  
En conclusión, la acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior se creó como un instrumento 
residual y extraordinario, cuya característica primordial es la de ser un procedimiento preferente y 
sumario que pretende la protección efectiva de los derechos constitucionales fundamentales de las 
personas. De allí que el Decreto 2591 de 1991 contemple sanciones frente a las conductas que pretendan 
desnaturalizar el papel que cumple el recurso de amparo en la sociedad. No obstante, la mera 
presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación 
irresponsable; por tanto, se hace necesario verificar las circunstancias que envuelven cada caso concreto 
para evaluar si se configura temeridad o no. 
 
DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO  
 
El artículo 25 de la Constitución Política dispone que “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en 
todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas 
y justas.” 

  
El trabajo como derecho, implica una regulación fundada en la libertad para seleccionarlo, por lo que, 
salvo las restricciones legales, consiste en la realización de una actividad libremente escogida por la 
persona dedicando a ella su esfuerzo intelectual o material, sin que puedan impedírselo los particulares 
ni el Estado a quien, por el contrario, le compete adoptar las políticas y medidas  tendientes a su 
protección y garantía.     
  
Este derecho, además, comporta la exigencia de su ejercicio en condiciones dignas y justas, es decir, su 
realización en un entorno sin características humillantes o degradantes o que desconozca los principios 
mínimos fundamentales establecidos por la Constitución, y además que permita su desarrollo en 
condiciones equitativas para el trabajador. 
  



 

 

La jurisprudencia constitucional también ha considerado el derecho al trabajo como “... un derecho 
fundamental que goza de especial protección del Estado y, es uno de los bienes que para todos pretende 
conseguir la organización social, según el preámbulo, y uno de los valores fundamentales de la 
República, conforme al artículo 1º. Ibídem..”. Y si bien ha considerado que es susceptible de tutela, la 
prosperidad de la acción en el campo laboral depende de que los derechos que se pretenden tutelar 
consagrados en la Constitución a favor de los trabajadores hayan sido desarrollados por la ley o los 
tratados internacionales, que permitan precisar su contenido y delimitar sus alcances.    
  
De lo anterior se puede concluir, que el legislador no está habilitado para imponer límites al trabajo, 
entendido éste como la facultad de todas las personas de ejercer libremente la actividad a la cual deseen 
dedicarse, pero  sí puede regular el derecho al trabajo para determinar su contenido y delimitar sus 
alcances, siempre bajo condiciones dignas y justas y teniendo en cuenta los principios mínimos 
fundamentales consagrados el artículo 53 de la Constitución. 
  
Es por ello que algunas limitaciones del derecho al trabajo que ha establecido el legislador, la Corte no 
las ha considerado como una restricción a la facultad de trabajar. Es el caso de la edad de retiro forzoso 
en el sector público, que se encontró acorde con la Constitución con fundamento en estas razones: 
  

“Ante todo, hay que aclarar que una cosa es el derecho al trabajo in genere, que abarca la 
facultad de trabajar, y otra la vocación legal hacia un cargo específico, que puede ser, 
perfectamente, determinada por el legislador, en virtud de la voluntad general que representa 
y del interés común que busca. En el supuesto bajo estudio, no se viola el derecho in genere 
al trabajo, porque la facultad del sujeto para trabajar queda intacta. Lo que ocurre es que para 
el cargo público específico, no reune los requisitos adecuados, según el legislador, para 
ejercerlo. Sería totalmente absurdo que, bajo el argumento de una vocación ilimitada hacia 
cualquier cargo público, se dijera que es inconstitucional cualquier requisito que determine 
condiciones y limitaciones para el desempeño de ese cargo.” 

 
Garantía que como lo ha determinado esta Corporación no reviste un carácter absoluto, como quedó 
consignado en la Sentencia C-016 de 1998, en la que se declaró la constitucionalidad del literal c) del 
artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo, que consagra la posibilidad de terminar el contrato 
individual de trabajo por expiración del plazo fijo pactado. Dijo entonces la Corte que “...El principio de 
estabilidad en el empleo no se opone a la celebración de contratos a término definido. Las relaciones 
laborales no son perennes o indefinidas, pues tanto el empleador como el trabajador, en las condiciones 
previstas en la ley y en el contrato tienen libertad para ponerles fin...”. 
  
Y también reconoció el carácter relativo de la estabilidad laboral al proferir la Sentencia C-1341 de 
2000  en la que  declaró la constitucionalidad del parágrafo segundo del artículo 39 de la Ley 443 de 
1998, que consagró que el término de caducidad establecido en el Código Contencioso Administrativo 
para instaurar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se contará a partir de la nulidad del 
acto administrativo que originó la supresión del empleo. Dijo entonces “... si bien esta garantía no reviste 
un carácter absoluto, por cuanto no significa un derecho del trabajador a permanecer indefinidamente en 
el cargo, concretándose tan sólo en el contenido de continuidad y permanencia que deben revestir las 
relaciones obrero-patronales, si involucra la necesidad de pagar una indemnización cuando dichas 
expectativas de permanencia resultan ser injustificadamente defraudadas...”. 
  
La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia cuando actuaba como Juez de la Carta, también  tuvo la 
oportunidad de pronunciarse sobre este tópico al decidir sobre la constitucionalidad del artículo 6° literal 



 

 

d) del numeral 4º y de su parágrafo transitorio (parcialmente) de la Ley 50 de 1990, relativo a la 
terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa, caso en el cual el trabajador tiene derecho 
al pago de una indemnización en los términos señalados en el mismo artículo. Expresó entonces que“...a 
pesar de que el artículo 53 de la nueva Constitución haya comprendido dentro de los principios que han 
de inspirar la legislación laboral el de que ésta consagre el de la “estabilidad en el empleo”,  pues no se 
trata de una estabilidad absoluta e ilímite que solamente terminaría con la muerte, sino de una protección 
razonable y prudente que conduzca a la preservación de la vocación de permanencia que tiene la relación 
laboral, dentro de unas condiciones económicas y de mercado concretas y prácticas, así como a lograr 
la indemnidad del trabajador....”  
  
Igualmente, al decidir sobre la constitucionalidad del numeral 5º del artículo 8º del Decreto Ley 2351 de 
1965 en relación con la acción de reintegro dijo esta Corporación  dijo “... pues si bien la Constitución 
establece que la estabilidad laboral es un derecho del cual gozan todos los trabajadores (CP art. 53), por 
lo cual la ley debe consagrar mecanismos para proteger ese valor superior, lo cierto es que la Carta no 
prohíbe que el mecanismo protector sea, en determinados casos, una indemnización tarifada, que debe 
pagar el patrono cuando despide sin justa causa a un trabajador, siempre y cuando la indemnización sea 
suficientemente alta, no solo para reparar el daño al asalariado sino también para disuadir al empresario 
de llevar  a cabo conductas contrarias a la ley.” 
  
Este carácter relativo de la garantía de estabilidad laboral se aprecia con mayor claridad cuando un 
trabajador adquiere el status de pensionado, dado que el artículo 7° del Decreto 2351 de 1965, que 
subrogó el artículo 62 del C.S.T., al señalar las justas causas para dar por terminado unilateralmente el 
contrato de trabajadores particulares por parte del empleador, consagra como una de ellas el 
reconocimiento al afiliado de la pensión de vejez estando al servicio de la empresa, causal que fue 
declarada constitucional en la Sentencia C-1443 de 2000 “bajo la condición señalada en esta sentencia. 
Es decir, que el empleador cuando el trabajador haya cumplido los requisitos para obtener su pensión, 
no puede dar por terminado el contrato de trabajo, en forma unilateral, por justa causa, si previamente al 
reconocimiento de la pensión de jubilación, omitió consultar al trabajador si deseaba hacer uso de la 
facultad prevista en el artículo 33, parágrafo 3, de la Ley 100 de 1993. Bajo cualquier otra interpretación, 
se declara inexequible”. 
  
El derecho a la seguridad social    
  
La Constitución de 1991 consagró el derecho irrenunciable a la seguridad social y lo garantizó a todos 
los habitantes como un servicio público de carácter obligatorio, que debe prestarse bajo la dirección, 
coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, 
en los términos que establezca la ley. 
  
En términos generales, sobre el derecho a la seguridad social esta Corporación recientemente precisó: 
  

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la Constitución Política, la seguridad 
social es un servicio público obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control 
del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 
términos que establezca la ley. 
  
“De esta manera, el legislador quedó habilitado constitucionalmente para configurar el sistema 
de seguridad social sometido a dichos principios y a los parámetros fundamentales 
establecidos en la citada disposición superior. 



 

 

 
“A través de la Ley 100 de 1993, el legislador organizó el sistema de seguridad social integral 
cuyo objeto es garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para 
obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las 
contingencias que la afecten. Dicho sistema comprende las obligaciones del Estado y la 
sociedad, las instituciones y los recursos destinados a garantizar la cobertura de las 
prestaciones de carácter económico, de salud y servicios complementarios u otras que se 
incorporen en el futuro]. 
  
“En su condición de servicio público esencial, el legislador igualmente dispuso que su 
prestación se haga con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, 
integralidad, unidad y participación. 
  
“El sistema de seguridad social integral es el conjunto armónico de entidades públicas y 
privadas, normas y procedimientos y está conformado por los regímenes generales 
establecidos para  pensiones, salud, riesgos profesionales y los  servicios sociales 
complementarios[ que se definen en la misma Ley 100 de 1993”. 

  
La Carta adopta pues, un concepto ampliado de la seguridad social que incluye el mayor número de 
servicios, auxilios, asistencias y prestaciones en general, diferenciándose de la escuela que la limita a lo 
básico.  Un conjunto de derechos cuya eficacia compromete al Estado, la sociedad, la familia y la 
persona, gradualmente deben quedar comprendidos en la seguridad social. También muestra la norma 
superior con claridad el derecho de los particulares en la realización de la seguridad social. Sin perjuicio 
de que la tarea superior en la dirección, coordinación, reglamentación y vigilancia, corresponde al Estado, 
los particulares tienen el derecho y el deber concomitante de participar en la ampliación de la cobertura 
y en la ejecución de las prestaciones que les son propias. 
 
Violación al Derecho Acceso a Cargos Públicos por Concurso de Méritos.  
 
La idoneidad de la tutela cuando en el marco de un concurso de méritos, se busca proteger el derecho 
al acceso a cargos públicos, fue analizada en la sentencia T-112A de 2014:  
 
"En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en numerosos 
pronunciamientos, esa corporación ha reivindicado la pertenencia de la acción de tutela pese a la 
existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para proteger en toda su dimensión los derechos a la 
igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a los cargos públicos. En algunas ocasiones los medios 
ordinarios no resultan idóneos para lograr la protección de los derechos de las personas que han 
participado en concursos para acceder a cargos de carrera" 
  
Derecho a la vida 
 
 Uno de los derechos más característicos de un Estado Social de Derecho es el mínimo vital. Según la 
Corte Constitucional, este derecho se deriva de los principios de Estado Social de derecho, dignidad 
humana y solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal 
y a la igualdad. Este derecho adquiere relevancia en situaciones humanas límites, relativas a la extrema 
pobreza y la indigencia, cuando frente a las necesidades más elementales y humanas, el Estado y la 
sociedad no responden de manera congruente. 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/c-107-02.htm#_ftn10


 

 

 La acción de tutela debe interponerse dentro de un término razonable y proporcional respecto del 
momento de la amenaza o de la vulneración de los derechos fundamentales. El deber de interponer la 
acción de tutela de manera oportuna, impide que se convierta “en factor de inseguridad, que de alguna 
forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción. 
  
En consecuencia, en cada caso, el juez de tutela “debe tomar en cuenta las condiciones del accionante, 
así como las circunstancias que rodean los hechos para determinar lo que debería considerarse como 
plazo razonable. Para ello, debe valorar las pruebas aportadas de acuerdo a los principios de la sana 
crítica, con el fin de determinar si hay una causal que justifique la inactividad del accionantes. Además, 
la Corte Constitucional ha considerado que “la acción de tutela es procedente inclusive cuando ha 
transcurrido un tiempo considerable entre el hecho vulnerado y su interposición, en los casos en el que 
el accionante demuestra que existe una vulneración continua y actual y/o cuando es un sujeto de especial 
de protección. 
  
La jurisprudencia constitucional ha identificado cinco criterios que permiten determinar, en cada caso, el 
cumplimiento del requisito de inmediatez: (i) la situación personal del peticionario, que puede hacer 
desproporcionada la exigencia de presentar la acción de tutela en un término breve; (ii) el momento en 
el que se produce la vulneración, ya que pueden existir casos de violación permanente de derechos 
fundamentales; (iii) la naturaleza de la vulneración, pues la demora en la presentación de la tutela puede 
estar relacionada, precisamente, con la situación que, según el accionante, vulnera sus derechos 
fundamentales; (iv) la actuación contra la que se dirige la tutela, ya que si se trata de una providencia 
judicial, el análisis debe ser más estricto, y (v) los efectos de la tutela en los derechos de terceros, quienes 
tienen la expectativa legítima de que se proteja su seguridad jurídica. 
  
Derecho a la igualdad 
 
En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la igualdad es un concepto 
multidimensional pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta 
manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la 
legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) 
material, en el sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de 
discriminación que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir 
de criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad 
de género, religión y opinión política, entre otras. 
 
Principio de legalidad administrativa. 
 
Sentencia C-710/01. El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de un lado es el 
principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio rector del derecho sancionador. Como 
principio rector del ejercicio del poder se entiende que no existe facultad, función o acto que puedan 
desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara 
y precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose 
al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan las 
demás reglas jurídicas. 
 



 

 

Sentencia C-412/15. El principio de legalidad exige que dentro del procedimiento administrativo 
sancionatorio la falta o conducta reprochable se encuentre tipificada en la norma -lex scripta- con 
anterioridad a los hechos materia de la investigaciónlex previa. En materia de derecho sancionatorio el 
principio de legalidad comprende una doble garantía, a saber: material, que se refiere a la 
predeterminación normativa de las conductas infractoras y las sanciones; y, formal, relacionada con la 
exigencia de que estas deben estar contenidas en una norma con rango de ley, la cual podrá hacer 
remisión a un reglamento, siempre y cuando en la ley queden determinados los elementos estructurales 
de la conducta antijurídica. Esto se desprende del contenido dispositivo del inciso 2° del artículo 29 de 
la Constitución Política que establece el principio de legalidad, al disponer que “nadie podrá ser juzgado 
sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se imputa (…)”, es decir, que no existe pena o sanción 
si no hay ley que determine la legalidad de dicha actuación, ya sea por acción u omisión. 
 
Sentencia 00128 de 2016 Consejo de Estado. Uno de los elementos definitorios del Estado moderno es 
la sujeción de sus autoridades al principio de legalidad. La idea de que el ejercicio del poder no puede 
corresponder a la voluntad particular de una persona, sino que debe obedecer al cumplimiento de normas 
previamente dictadas por los órganos de representación popular, es un componente axiológico de la 
Constitución Política de 1991, en la cual se define expresamente a Colombia como un Estado social de 
derecho (artículo 1) basado en el respeto de las libertades públicas y la defensa del interés general 
(artículo 2). Esta declaración de principios a favor del respeto por la legalidad se refleja directamente en 
varias otras disposiciones constitucionales según las cuales (i) los servidores públicos son responsables 
por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación de funciones (artículo 6); (ii) ninguna 
autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuye la Constitución y la ley 
(artículo 121); y (iii) no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o el reglamento.  
 
(…) De este modo, el principio constitucional de legalidad exige que la actuación de las diferentes 
autoridades públicas tenga una cobertura normativa suficiente o, lo que es lo mismo, esté basada en una 
norma habilitante de competencia, que confiera el poder suficiente para adoptar una determinada 
decisión. Como señala García de Enterría, en virtud del principio de legalidad el ordenamiento jurídico 
“otorga facultades de actuación, definiendo cuidadosamente sus límites”, de modo que “habilita a la 
Administración para su acción confiriéndole al efecto poderes jurídicos”. (…) Precisamente, al no ser la 
competencia un elemento accidental o superfluo de los actos administrativos, su inobservancia afecta la 
validez de la decisión y en ese sentido constituye causal de nulidad de los actos administrativos (artículo 
137 CPACA).  
 
Derecho al mínimo vital  
 
Señor juez(a), como bien lo advertí en los hechos de esta acción constitucional, tengo a cargo a 3 hijos 
menores de edad, los cuales necesitan una vida digna, para lo cual es necesario que tenga un trabajo 
digno y estable para cumplir con dicha responsabilidad, para lo cual acudo a dicho derecho fundamental 
ya que la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de 
sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios 
públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable 
para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico 
constitucional. 
 

MEDIDA PROVISIONAL.  
 



 

 

Me permito solicitar comedida y respetuosamente, que no se nombre de manera provisional a ninguna 
persona al cargo al cual yo tengo derecho, según la Resolución No 20182120138095 del 17 de octubre 
de 2018 expedido por la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC. 

 
 

PRETENSIONES 
 
Respetado (a) señor(a) Juez, teniendo en cuenta los hechos y fundamentos de derechos antes 
descritos, muy respetuosamente solicito se tutelen los derechos a la petición y al debido proceso, en 
consecuencia, se pide: 
 
PRIMERA: Con fundamento en los hechos relacionados, la jurisprudencia y la normatividad aplicable, 

muy respetuosamente solicito al(la) señor(a) Juez tutelar mis derechos fundamentales del al debido 

proceso, a la petición la vida, la dignidad, la igualdad, el trabajo, la seguridad social y el Mínimo Vital 

y al acceso a cargos públicos por concurso de méritos previstos en la Constitución Nacional en su 

Preámbulo en razón a que han sido VULNERADOS por parte de la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL – CNSC Y EL SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA. 

SEGUNDA: Como consecuencia de lo anterior, se proceda a ordenar a la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL – CNSC Y EL SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA, a nómbrame al 

cargo al cual yo tengo derecho frente a la OPEC 57503, de conformidad en lo señalado en la 

Resolución No 20182120138095 del 17 de octubre de 2018, la cual se encuentra en firme. 

JURAMENTO 
 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que por los mismos hechos y derechos, no he presentado 
ninguna otra acción de tutela, ante ninguna autoridad judicial. 
 

PRUEBAS 
 

1. Cedula de Ciudadanía 
2. Resolución No 20182120138095 del 17 de octubre de 2018. 
3. Derechos de petición presentado el 22 de agosto de 2022 a la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL que el día de presentación de la presente acción de tutela no tengo 
respuesta 

4. RESPUESTA DERECHO DE PETICIÓN NRO. 7-2022-211415 NIS: 2022-01-284865 por 
parte del SENA  

5. Solicito señor juez se ordene al SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE allegue a la 
presente acción constitucional la renuncia de la de señora JEENIFER DAZA quien ocupo en 
primer lugar la lista de elegibles 

6. Renuncia del cargo del segundo de la lista de la OPEC No. 57503 
7. Registro civil de nacimiento de mis tres menores hijos 

 
 

 
 
 



 

 

 
NOTIFICACIONES 

 
➢ Tutelante: 

 
LUIS GUILLERMO HUERTAS 
Correo Electrónico: lghabogado@gmail.com 
Móvil- WhatsApp:  3014242910 
 
 

➢ Tutelados 
 

1. SENA 
 

Correo electrónico: judicialdirecciong@sena.edu.co  
Teléfono: 601 5461500 
Dirección: Calle 57 No. 8 – 69 Bogotá 
 
2. COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

 
Correo electrónico: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 
Teléfono: 601 3259700 
Dirección: Carrera 16 No. 96 - 64, Piso 7 - Bogotá D.C 
 
 
Cordialmente,  
 
 

 
 

LUIS GUILLERMO SIERRRA HUERTAS 
Cedula de Ciudadanía No. 80.818.155 de Bogotá D.C 
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